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Exp. 817/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 817/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: POLICÍA VIAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, QUIEN APLICÓ LA BOLETA DE INFRACCIÓN CON FOLIO **********Y TESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., siete de diciembre del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 817/2022/2, promovido por la empresa denominada********** y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintinueve de agosto del dos mil veintidós, el C. **********en su carácter de Apoderado General para Pleitos y Cobranzas de la empresa denominada**********, promovió juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas: en su carácter de ordenadora al Policía Vial de la Secretaría de Seguridad Pública y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, de nombre ********** con credencial número de folio y/o placa **********; como ejecutora la Tesorería Municipal del mismo Ayuntamiento, manifestando bajo protesta de decir verdad que tuvo conocimiento del acto impugnado el diez de agosto del presente año y como acto impugnado el siguiente.
La BOLETA DE INFRACCIÓN CON NÚMERO DE FOLIO ********** de fecha 04 de agosto de 2022. 
II.- En acuerdo de trece de septiembre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara lo que a su derecho conviniera
En cuanto al plazo otorgado a las autoridades demandadas se hizo la precisión que al estar ya vigente la notificación electrónica; debería considerarse que la notificación que les fuera realizada por esa vía, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, entendiéndose que la misma se tendría por efectuada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, además acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020; apercibidas las demandadas que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que les fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.

Además con fundamento en artículo 71 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, atento a  lo solicitado por la parte actora, se requirió a la demandada a fin de que dentro del término de tres días previsto en el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria, conforme lo señala el artículo 163 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibiera el original o copia certificada de la Boleta de Infracción con número de folio ********** de fecha cuatro de agosto del presente año.
Tocante al domicilio procesal de la parte actora; se precisó que como lo señaló en su escrito inicial de demanda, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 13 del  Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el cual se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, las actuaciones le serian notificadas de manera electrónica y para tal efecto se le tuvo por señalado el correo el juanmartingodinez@tejaslp.gob.mx; así como el correo electrónico vinculado con dicho registro asesorjuridicoempresarial22@gmail.com.
III.- En el proveído de veinticuatro de octubre del presente año, se dio cuenta con los oficios y anexos signados por **********en su calidad de Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y por el Contador Público **********, Tesorero Municipal del citado Ayuntamiento; recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal el veintisiete y treinta de septiembre del dos mil veintidós; visto el contenido de los mismos se tuvo a las citadas autoridades, por contestada la demanda, ordenándose correr traslado del oficio contestatorio y su anexo a la parte accionante para los efectos legales correspondientes. 

Asimismo se tuvo al Director Jurídico y de Transparencia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del referido Ayuntamiento, por contestando el requerimiento formulado en el auto de trece de septiembre de este año y por remitiendo copia certificada de la boleta de infracción impugnada en este juicio; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 4 del citado proveído.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA PARTE ACCIONANTE:
· Boleta de infracción con folio **********, acto impugnado en el presente juicio.

· Original del recibo de entero **********.
· La instrumental de actuaciones.

·  La presuncional legal y humana.

Al Policía Vial demandado, por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:
· Copia certificada de su nombramiento respectivo.
· Boleta de infracción impugnada, y cuya documental que exhibió la parte actora a su demanda.
· La instrumental de actuaciones.

·  La presuncional legal y humana.

Al Tesorero Municipal, por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:
· Copia certificada de su nombramiento respectivo.
· La instrumental de actuaciones.

·  La presuncional legal y humana.

Finalmente, con fundamento en el artículo 245, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del dieciocho de noviembre del dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el diverso 246, del Código en cita, resaltando que debido a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· No asistió ninguna de las partes.

· Dio cuenta de las constancias y actuaciones de autos; como lo fueron el escrito inicial de demanda y la contestación respectiva.

· En el periodo de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes, que fueron admitidas, por su propia y especial naturaleza.

· En el periodo de alegatos: Se dio cuenta con los que por escrito formulo el autorizado del Policía Vial demandado y se certificó que estos no se formularon por ninguna de las otras partes.

· No existían pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, por lo que dio por terminada esa audiencia.

· Se citaba para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito.
SEGUNDO.- El estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. El criterio que adopta la Sala se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL.

Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

En ese tenor, la Titular de la Segunda Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la parte actora, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

El artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo; el primero corresponde a la titularidad de un derecho subjetivo público, mientras que el segundo atañe a invocar una situación de hecho tutelada por el orden jurídico, ya sea de un sujeto determinado o de los integrantes de un grupo diferenciado del conjunto general de la sociedad.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado:

ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Ahora bien, de las constancias de autos se advierte que en el presente caso comparece a juicio la persona moral denominada “**********,” por conducto de su Apoderado General para Pleitos y Cobranzas, el C. **********.

En ese sentido, la persona moral ya mencionada por conducto de su apoderada legal, acude a juicio a demandar la nulidad de la  boleta de infracción **********  levantada con fecha 04 de agosto del presente año, habida cuenta que en el escrito inicial de demanda visible a foja 2 a la 8 de autos, se precisa como acto impugnado, lo siguiente:

I.- Resolución impugnada:

La ilegal BOLETA DE INFRACCIÓN CON NÚMERO DE FOLIO ********** de fecha 04 de Agosto de 2022, y la falta de notificación y/o su ilegal notificación, presuntamente emitida por el POLICÍA VIAL Y/O AGENTE DE TRÁNSITO DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, C. **********(NOMBRE ILEGIBLE), CON CREDENCIAL NÚMERO DE FOLIO Y/O PLACA **********, imponiendo una multa de **********señalando en dicha boleta como “DOCUMENTO U OBJETO RECOGIDO” a la PLACA DE CIRCULACIÓN DEL SERVICIO DE AUTOTRANSPORTE FEDERAL PROPIEDAD DE LA ACTORA, por lo que la actora tuvo que pagar el importe mencionado.

La representante legal de la persona moral enjuiciante, para acreditar la existencia del acto impugnado, acompaño al escrito inicial de demanda copia simple de la boleta de infracción ********** y por su parte la autoridad demandada en cumplimiento al requerimiento que le fue hecho por parte de esta Sala, exhibió copia certificada de la referida boleta; cuyos documentos se encuentran visibles a fojas 09 y 34 del expediente en que se actúa y merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado; cuya imagen digitalizada se inserta enseguida.

(Imagen digitalizada)

Del análisis del contenido del documento digitalizado, se obtiene que no se encuentra dirigido en forma alguna a la persona moral actora, sino a una diversa; toda vez que se advierte lo siguiente:

a) Aparece como destinatario **********en su carácter de infractor.

b) Como vehículo infraccionado señala el de marca **********, tipo **********, color **********, placas de circulación **********
c) Que en ninguna parte de la boleta impugnada aparece señalada la persona moral denominada “**********,”.
En ese contexto, si en el caso la persona moral actora “**********”, por conducto de su apoderado legal el C. **********,  se ostenta como propietaria del vehículo infraccionado y formula la presente reclamación bajo ese carácter, le corresponde acreditar la calidad de propietario del vehículo que porta las placas ya referidas respecto del cual recayó la infracción impugnada, en los términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se requiere de prueba directa que justifique el interés jurídico para intervenir en la presente controversia.
Al respecto se advierte, que el actor acompaño como pruebas de su parte las siguientes.

· Boleta de infracción con folio **********, acto impugnado en el presente juicio.

· Original del recibo de entero **********.
Documentales antes citadas  que valoradas conforme lo dispuesto por el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado y atendiendo al prudente arbitrio de esta Juzgadora, son insuficientes para acreditar el interés jurídico de la persona moral compareciente, pues no son prueba directa de que el acto impugnado afecte derechos subjetivos de la accionante, toda vez que no reflejan que el demandante sea propietario del vehículo al que se vincula la boleta de infracción reclamada, ni mucho menos que sea la destinataria del acto impugnado, razón por la cual no puede darse a tales documentos el valor probatorio que el actor pretende, resultando insuficientes para decretar la procedencia de su pretensión, resaltando que ni la boleta de infracción con folio **********, ni el recibo de entero **********se encuentran dirigidos a la persona moral compareciente, de ahí que no se detenta un interés jurídico o legítimo que lo faculte a instar a juicio.
Derivado de lo anterior, al intentar el actor a nombre propio la presente demanda respecto de una infracción que está destinada a una persona diversa y a un vehículo cuya propiedad no prueba; no se logra acreditar que el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos y por ende tampoco acredita una afectación a sus intereses jurídicos.

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales que por analogía al caso concreto resultan aplicables.

“Sexta Época, No. Registro: 268700, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, IX, Materia(s): Común, Tesis: Página:    73

INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. La afectación de los intereses jurídicos requiere una especial demostración para que pueda admitirse ya que no es jurídico ni racional hacer inferencias, carentes en lo absoluto de una base de la que pudiera presumirse ese interés jurídico enunciado, pero no probado, como lo requiere la propia naturaleza del juicio de garantías que, por ser contencioso, queda sujeto a normas de orden procesal claras y terminantes, que conducen a establecer que el que afirma está obligado a probar, y la falta de esa prueba a nadie más que a la parte quejosa es imputable…”

“Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación XI, Marzo de 1993, Página: 296, Tesis Aislada, Materia(s): Común

INTERES JURIDICO, FALTA DE. Si los quejosos promovieron por su propio derecho y alegan que el acto reclamado afecta a una sucesión, es incuestionable que carecen de interés jurídico para reclamar el proveído de referencia, si omiten acreditar ante el juez de Distrito que representarán legalmente a la sucesión presuntamente afectada. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO…”
Por tanto, no se logra acreditar que el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos y por ende tampoco acredita una afectación a sus intereses jurídicos lo que actualiza la causal de de improcedencia señalada por el artículo II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que dice.

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”
Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina, que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por la fracción II del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que rige el proceso administrativo, la cual se refiere a la improcedencia del juicio al no afectarse los intereses jurídicos o legítimos del actor; lo que procede es decretar el sobreseimiento de la presente causa, acorde con lo dispuesto por el artículo 229 fracción II  del Código antes citado.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción II, 229 fracción II,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Segundo de esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio.
TERCERO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.  RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
